	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado OMAR ALFREDO MORA DÍAZ.

 


Visto el procedimiento que por cobro de diferencia de prestaciones sociales sigue la ciudadana ALBA ANGÉLICA DÍAZ DE JIMÉNEZ, en ejercicio de sus propios derechos y representada judicialmente por el abogado José Villarroel París, contra la empresa C.A. DANAVEN, representada judicialmente por los abogados María Elena Carvallo García, Gisela Bello Carvallo, Ysabel Carvallo Sanz, Luis Enrique Bello Parra, María Auxliadora Küper Bello, Carolina Moratinos de Felice y Denisse Wadskier Visconti; el Juzgado Superior Primero del Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, mediante decisión de fecha 31 de marzo de 2004, declaró con lugar la apelación ejercida por la representación de la parte demandada, la nulidad de las actuaciones realizadas por las partes desde la oportunidad de la contestación a la demanda, y repuso la causa al estado de aplicarse por vía de analogía la incidencia prevista en el ordinal 3° del artículo 346 del Código de Procedimiento Civil y el segundo aparte del artículo 350 eiusdem.

 


Contra la decisión de Alzada, la representación judicial de la parte demandante anunció recurso de casación y con vista de la negativa de su admisión, ésta interpuso recurso de hecho, el cual fue declarado con lugar por esta Sala de Casación Social.

 


Celebrada la audiencia oral y habiendo esta Sala pronunciado su decisión de manera inmediata, pasa a reproducir la misma en la oportunidad que ordena el artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo:

 

DEL RECURSO DE CASACIÓN

 


Por razones de metodología, esta Sala altera el orden en que fueron presentadas las denuncias en el escrito de formalización, y de seguida pasa a resolver el recurso de casación bajo las siguientes consideraciones:

 


En su segunda denuncia, la parte formalizante delató al amparo del artículo 168, ordinal 1° de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, la infracción por parte de la recurrida de los artículos 15, 208, 212 y 215 del Código de Procedimiento Civil y del artículo 26 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.

 


De la narrativa de la mencionada denuncia, se entiende que lo planteado por el recurrente se circunscribe a una reposición mal decretada por el Superior, toda vez que la recurrente ha señalado que la recurrida declaró la nulidad de las actuaciones desde la contestación de la demanda y repuso la causa al estado de aplicarse por vía de analogía el ordinal 3° del artículo 346 del Código de Procedimiento Civil y el segundo aparte del artículo 350 eiusdem, bajo el argumento que el Juez a-quo debió paralizar el proceso y ordenar la citación del demandado de autos o de su verdadero representante y no darle continuidad al juicio.

 


Sobre ello informa la parte formalizante, que la afirmación del Juez de Alzada es falsa, puesto que conforme con la jurisprudencia de la época, en el supuesto de la impugnación por insuficiencia del poder de quien pretende la representación del demandado en la contestación, se debía decidir en la definitiva aplicando el artículo 276 del Código de Procedimiento Civil derogado.

 


Para decidir, la Sala observa:

 


Presentados como han sido los argumentos de la parte recurrente, se hace necesario conocer el criterio que sostuvo la recurrida al respecto, y es así como se aprecia que éste dijo lo que a continuación se transcribe:

 

“En efecto, el representante judicial procedió a otorgar poder especial a los abogados LIUS E. BELLO, MARIAELENA CARVALLO Y JUAN C. NIEVES, para actuar en nombre de su representada C.A. DANAVEN, en el juicio incoado por la ciudadana ALBA ANGÉLICA DÍAZ DE JIMÉNEZ BRUGUERA, reservándose su ejercicio, facultado para en ello por la cláusula 26 de los estatutos sociales de la empresa, la cual fue inscrita en El Registro Mercantil de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda, el día 17 de Mayo de 1.968, bajo el No. 47, tomo 31-A.

Observa quien decide que cursa a los folio 97 y 98, del expediente, el poder impugnado, en el cual se lee en el vuelto del folio 97, que el Notario Público Décimo de Caracas, certificó que el otorgante le presentó el “...Documento Constitutivo Estatutario vigente de la otorgante, registrado por el Registro Mercantil de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda, el 20 de Marzo de 1.980, bajo el No. 47, tomo 52-A, Sgdo., en donde se transcribe el contenido de la Cláusula Vigésima Sexta, y al folio 98, se indicó lo siguiente: “...y copia certificada del acta de la Asamblea General Ordinaria de Accionistas de la referida empresa, celebrada el 15 de diciembre de 1.983, en cuyo punto Tercero se establece:...se ratifica la designación de los doctores Héctor José Peña y Xiomara Souki Machado...”.

(Omissis)

Este Tribunal evidencia la delatada incongruencia existente en cuanto a la determinación de los datos registrales de los documentos que adujo la representación judicial de la accionada que legitimaban su actuación al momento de otorgar el poder cuestionado.

(Omissis)

En efecto, el Juez de Primera Instancia debió paralizar el proceso y ordenar la citación del demandado de autos o de su verdadero representante, y no darle continuidad al juicio como lo hizo, por lo que al pronunciarse sobre este punto controvertido en la definitiva, además de subvertir el orden procesal, le lesionó el debido proceso de la demanda de autos, al no dársele la oportunidad de acreditar su representación, mediante la respectiva citación de los personeros que ostentaban tal designación.

 

Este Tribunal luego de verificar la insuficiencia del poder cuestionado y por cuanto evidencia la falta de cumplimiento del procedimiento respectivo, en aras de garantizar el debido proceso de la accionada, en virtud de la falta incurrida por el A-quo, se acoge al criterio establecido por el Magistrado Dr. Juan Rafael Perdomo, de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en Sentencia N° 806, de fecha 16 de diciembre del año 2003, caso Banco Sofitasa, C.A., contra M.F. Casanova y otros, el cual estableció en caso similar, y en consecuencia, declara la nulidad de las actuaciones realizadas por las partes desde el acto de la contestación de la demanda, ordenado la reposición de la causa al estado de aplicarse por analogía la incidencia prevista en el ordinal 3° del artículo 346 del Código de procedimiento Civil (vigente), a los efectos de que la accionada acredite debidamente se mandato, aplicando igualmente por analogía el contenido del segundo aparte del artículo 350 eiusdem, y, Así se decide.”(Subrayado de la Sala).

 

 

 


Analizado el criterio de la Alzada, la Sala se percata que ésta declaró la nulidad de las actuaciones realizadas por las partes desde el acto de la contestación de la demanda y, en consecuencia, ordenó la reposición de la causa hasta ese estado, basado en la jurisprudencia de esta Sala (sentencia N° 806 de fecha 16 de diciembre de 2003), la cual señala que “no hay confesión ficta, cuando el representante de la demandada comparece con poder defectuoso, pues, en dicho caso y sólo si la parte accionante cuestiona el instrumento poder, debe abrirse por vía de analogía la incidencia prevista en el ordinal 3° del artículo 346 del Código de Procedimiento Civil,...”.

 


Lo antes señalado, ciertamente se constituye en el criterio que actualmente sostiene esta Sala, el cual ha sido aplicado con fundamento en el actual Código de Procedimiento Civil.

 


Sin embargo, el presente caso adquiere una particular importancia, puesto que la causa se constituye en uno de aquellos casos que ha transitado tanto por la derogada como por la actual Ley Adjetiva Civil común, toda vez que se ha verificado que el juicio se inició por medio de libelo en el año de 1.984, y que posteriormente en fecha 25 de julio de 1.985, en la oportunidad de la contestación a la demanda, fue cuando tuvo lugar la discutida impugnación del poder de la representación de la demandada, por insuficiente.

 


Siendo ello así, cabe destacar que las consecuencias de impugnar por insuficiencia el poder de quien ha pretendido la representación de la demandada en la contestación, no son las mismas al comparar el criterio antes señalado, con la solución que le daba el derogado Código de Procedimiento Civil.

 


En este sentido, verificado como ha sido por esta Sala, que en la causa bajo estudio, la impugnación al poder tuvo lugar cuando aún estaba en vigencia el derogado Código de Procedimiento Civil, resulta imperioso entonces transcribir lo que el artículo 276 del mencionado cuerpo normativo establecía al respecto:

 

“Artículo 276: Si faltare el demandado al emplazamiento, o si quien pretenda representarle lo hiciere con poder insuficiente o sin las formalidades debidas, o sin tener representación legítima, se le tendrá por confeso en cuanto no sea contraria a derecho la petición del demandante, si en el término probatorio nada probare que le favorezca. Si quien faltare fuere el demandante, se le admitirá al demandado su contestación, o se le oirán sus excepciones dilatorias o de inadmisibilidad conforme al artículo 247. Si faltaren ambas partes se suspenderá el procedimiento hasta que el demandante vuelva a solicitar la citación del demandado.”(Subrayado de la Sala).

 

 

 


Así pues, conforme a todo lo antes expuesto, la Sala concluye que el Juzgado Superior cometió un error de procedimiento al declarar la nulidad y la consecuente reposición de la causa, como consecuencia de acoger el procedimiento establecido en el Código de Procedimiento Civil vigente.

 


Lo correcto en el presente caso, era aplicar el referido artículo 276 del Código de Procedimiento Civil derogado, el cual resulta muy claro al señalar la consecuencia que produce la insuficiencia del poder de quien ha pretendido representar a la demandada en la contestación, la cual se traduce en la confesión en cuanto la petición de la demandante no sea contraria a derecho y si en el lapso probatorio éste nada hubiere probado que le favoreciera. Por esta razón el Tribunal de Alzada, no podía declarar la nulidad y reposición de la causa tal como lo hizo, sino que estaba obligado a dictar sentencia que resolviera el mérito del asunto.

 


En consecuencia, se declara con lugar la presente denuncia, y así se resuelve.

 


Visto que la denuncia declarada con lugar es una de las descritas en el artículo 168, ordinal 1° de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, esta Sala, en atención al artículo 175 eiusdem, decretará la nulidad del fallo recurrido y ordenará la reposición de la causa al estado que el Superior dicte nueva sentencia corrigiendo el error cometido, por tal razón se abstiene de seguir conociendo de las restantes delaciones. Así se decide.

 

D E C I S I Ó N

 


Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara CON LUGAR el recurso de casación interpuesto por la representación judicial de la parte demandante, contra la decisión de fecha 31 de marzo de 2004, proferida por el Juzgado Superior Primero del Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo; en consecuencia, se declara la nulidad del fallo recurrido, y se repone la causa al estado de que el Tribunal Superior competente, dicte nuevo fallo, corrigiendo el error indicado.

 


Publíquese, regístrese y remítase el expediente al Tribunal Superior de origen.

 


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los  veinticuatro  (  24   ) días del mes de   noviembre de dos mil cuatro. Años 194° de la Independencia y 145° de la Federación.

 

El Presidente de la Sala y Ponente,

 

 

______________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

 

El Vicepresidente,

 

 

______________________

JUAN RAFAEL PERDOMO

 

 

Magistrado,

 

 

___________________________

ALFONSO VALBUENA CORDERO

 

 

El Secretario Temporal,

 

 

___________________________

JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA
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